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Proceso:
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Temas:

ACCIÓN DE TUTELA/  NULIDAD PREVISTA NUMERAL 1 DEL ARTÍCULO 133 DEL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO/ INCOMPETENCIA FUNCIONAL/  PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL/ AUTO 124 DE 2009 CORTE CONSTITUCIONAL/ INVALIDEZ SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA / REPARTO DEL EXPEDIENTE ENTRE LOS JUZGADOS MUNICIPALES/ DECRETA NULIDAD.
4. Revisada la actuación se evidencia que en el curso de la primera instancia se incurrió en la causal de nulidad prevista por el numeral 1º del artículo 133 del Código General del Proceso, toda vez que el juzgado no tenía competencia funcional para decidir la acción constitucional.

(…)
6. Por lo tanto, como el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira carecía de competencia funcional para conocer de la acción, se configuró la nulidad prevista por la disposición arriba citada. En consecuencia, se invalidará la sentencia que ese despacho profirió en este asunto, de acuerdo con el artículo 138 del Código General del Proceso, y se ordenará remitir el expediente a la oficina de Administración Judicial de la ciudad para que proceda a repartir esta acción entre los juzgados municipales.

7. La Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia analizó en extenso lo relacionado con la competencia que deben tener los jueces para conocer de las acciones de tutela
 en torno a lo dispuesto por la Corte Constitucional que en auto del 1º de julio de 2009 la instó, sin ser competente, a resolver la impugnación interpuesta contra la sentencia de primera instancia proferida por la Sala Civil Familia de este Tribunal
. En esa providencia aquella Corporación declaró la nulidad de todo lo actuado, incluido el auto de la Corte Constitucional, por falta de competencia funcional. 

(…)
No se desconoce el contenido del auto 124 de 2009, proferido por la Corte Constitucional, que impuso como obligación a los funcionarios judiciales avocar el conocimiento de esta clase de acciones y les impide declararse incompetentes cuando de aplicar las reglas de reparto se trata, ni la prohibición consagrada en el parágrafo 2° del artículo 1° del citado Decreto 1983 de 2017, que reza: “Las anteriores reglas de reparto no podrán ser invocadas por ningún juez para rechazar la competencia o plantear conflictos negativos de competencia”; sin embargo, se comparte el criterio de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en relación con la competencia que deben tener los jueces para conocer de las acciones de tutela, que ha mantenido desde años atrás. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, agosto veintiocho (28) de dos mil dieciocho (2018)


Expediente No. 66001-31-03-005-2018-00616-01
1. Sería del caso decidir la impugnación que formuló el accionante José David Jiménez, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, el pasado 6 de agosto, en la acción de tutela que instauró contra la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, a la que fueron vinculados funcionarios de esa entidad, los Directores de Medicina Laboral y de Acciones Constitucionales de Colpensiones y la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Quindío, pero se ha configurado una nulidad que es del caso declarar.

2. Pretende el demandante se ordene a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez emitir un nuevo dictamen en el que se determine un porcentaje de pérdida de su capacidad laboral superior al 50%, de conformidad con el Decreto 1507 de 2014 y con todas las patologías que lo aquejan. 

Como sustento de esa súplica señaló que la entidad accionada profirió dictamen sobre su pérdida de la capacidad laboral, sin aplicar adecuadamente las tablas y formatos del manual único de calificación, ni valorar los conceptos médicos sobre su disminución de agudeza visual. Además, disminuyó el porcentaje establecido por la Junta Regional de Invalidez para el diagnóstico de cáncer de colon sigmoides estadio II, a pesar de que él era el apelante único, es decir que desconoció el principio de non reformatio in pejus. 
3. La acción correspondió al citado juzgado que la admitió por auto del pasado 27 de julio. A la instancia se puso término con la sentencia referida, en la que se negó el amparo reclamado. 

4. Revisada la actuación se evidencia que en el curso de la primera instancia se incurrió en la causal de nulidad prevista por el numeral 1º del artículo 133 del Código General del Proceso, toda vez que el juzgado no tenía competencia funcional para decidir la acción constitucional. 

En efecto, el conocimiento del asunto recae en los juzgados municipales, de conformidad con el numeral 1º del artículo 1º del Decreto 1983 de 2017, por el cual se modifica el Decreto 1069 de 2015, según el cual a esas despachos les serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad pública del orden municipal, departamental o distrital, o frente a particulares, categoría esta última de la que participa la Junta de Calificación demandada, como lo ha definido ya la Corte Constitucional
:

“En el caso bajo estudio, la acción de tutela está dirigida exclusivamente contra la Junta Nacional de Calificación de Invalidez y la Junta Regional Calificación de Invalidez, organismos de creación legal, autónomos, sin ánimo de lucro, de carácter privado y sin personería jurídica según lo establece el artículo 11 del Decreto 2463 de 2001
. Es así que para la Corte la regla de reparto que se debe aplicar en el caso concreto es la prevista el inciso tercero del numeral 1° del artículo 1º del Decreto Reglamentario 1382 de 2000 que establece que: "A los jueces municipales les serán repartidas para su conocimiento en primera instancia, las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad pública del orden distrital o municipal y contra particulares." Dado que la acción fue interpuesta contra particulares los jueces municipales eran los competentes para conocer del caso, como bien lo dispuso la oficina de reparto de Bogotá al ordenar el conocimiento de ésta al Juez Once Civil Municipal
.”
Criterio que también ha adoptado la Corte Suprema de Justicia
, que sobre el particular ha dicho:

“Por otro lado, las acusaciones relacionadas con la Junta denunciada son de conocimiento de los jueces municipales, por ser aquella del sector privado, tal como se estipula en el artículo 4° del Decreto 1352 de 2013.

2.
En un asunto similar, propuesto contra una Junta Regional y la Nacional, esta Corte señaló:

…
“(…) Como las Juntas Nacional y Regionales de Calificación de Invalidez, según 
el artículo 3° del Decreto 1352 del 16 de junio de 2013, son organismos de creación legal, autónomos, sin ánimo de lucro, de carácter privado… el competente para conocer el asunto en primera instancia es el Juez Civil Municipal de conformidad con lo establecido en el inciso 3º del numeral 1º del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 (…)”.

5. Esa competencia no se varía por el hecho de que el Juzgado Quinto Civil del Circuito haya decidido vincular a la actuación a funcionarios de Colpensiones, entidad que al ser de orden nacional sí es de la órbita de su competencia, pues no relató el accionante hecho alguno del que pueda deducirse que por acción u omisión amenazó o lesionó derechos de que sea titular. Por tanto, no hay motivo alguno para involucrarlos como sujetos pasivos de la acción.

Permitir la intervención de esa entidad en el proceso, sería tanto como patrocinar que con una vinculación aparente, resulte conociendo de la acción constitucional un funcionario sin competencia, a pesar de que el artículo 13 del Decreto 2591 de 1991 dice: “La acción se dirigirá contra la autoridad pública o el representante del órgano que presuntamente violó o amenazó el derecho fundamental…”

Sobre la vinculación aparente, la Corte Suprema de Justicia, en sede de tutela, ha dicho: 

“Si bien el sujeto pasivo de la presente acción fue el Ministerio de Educación Nacional, del escrito de amparo no se extracta la existencia de ningún presupuesto fáctico que permita atribuirle actuación u omisión lesiva de derechos fundamentales, en tanto no se cuestiona el programa que forma parte de su política, sino justamente la gestión del administrador, calidad que precisamente recae en el Icetex. 

Entonces, es innegable que se presentó la vinculación aparente  de dicha Cartera Ministerial, situación sobre la que esta Sala ha señalado que «no puede asumirse que por el simple hecho de accionar en contra de los nombrados, se torna competente un determinado funcionario, pues en cuanto no se les atribuya hecho u omisión que soporte su vinculación a ese trámite, ni se precise de modo claro y directo cómo ellos se encuentran comprometidos con el hecho endilgado, es infundada su convocatoria» ( CSJ ATC, 31 mar. 2016, rad. 1687-16, reiterada en ATC, 6 abr. 2016, rad. 1930-2016)
.”
6. Por lo tanto, como el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira carecía de competencia funcional para conocer de la acción, se configuró la nulidad prevista por la disposición arriba citada. En consecuencia, se invalidará la sentencia que ese despacho profirió en este asunto, de acuerdo con el artículo 138 del Código General del Proceso, y se ordenará remitir el expediente a la oficina de Administración Judicial de la ciudad para que proceda a repartir esta acción entre los juzgados municipales.

7. La Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia analizó en extenso lo relacionado con la competencia que deben tener los jueces para conocer de las acciones de tutela
 en torno a lo dispuesto por la Corte Constitucional que en auto del 1º de julio de 2009 la instó, sin ser competente, a resolver la impugnación interpuesta contra la sentencia de primera instancia proferida por la Sala Civil Familia de este Tribunal
. En esa providencia aquella Corporación declaró la nulidad de todo lo actuado, incluido el auto de la Corte Constitucional, por falta de competencia funcional. 

Ese criterio aún se conserva y para solo citar una providencia en tal sentido, dijo recientemente la Corte Suprema de Justicia:

“3. En consecuencia, el fallo proferido en este trámite por la Sala Civil – Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Ibagué está viciado de nulidad, por falta de competencia, de acuerdo con el artículo 16 del Código General del Proceso, aplicable a los procesos de tutela por remisión del artículo 4° del Decreto 306 de 1992.

Al respecto ha señalado esta Colegiatura que:

El fallo dictado por un juzgador carente de competencia funcional para tal efecto, en nuestro ordenamiento procesal actual, esto es, a partir de la entrada en vigencia del Código General del Proceso, constituye una decisión «nula», la que se torna insubsanable, al establecer el legislador que la competencia por tal factor es «improrrogable», tal como lo dispone el inciso 1º del artículo 16 del referido estatuto adjetivo , por lo que el funcionario que advierta esa anomalía está obligado a declararla de oficio, como se extrae de la misma norma, la cual resulta aplicable al trámite de la acción de tutela de conformidad con el artículo 4º del Decreto 306 de 1992. (Criterio expuesto en CSJ ATC1396-2016; reiterado, entre muchos otros, en ATC1684-2016, ATC1686-2016 y ATC2521-2016).

4.
En torno a la facultad para declarar «nulidades» a partir de las reglas fijadas en el Decreto 1382 de 2000, esta Corporación precisó que:

…la Sala hace suya la preocupación de la Honorable Corte Constitucional expresada en el auto 124 de 2009 (Exp. I.C.C.1404) sobre la imperiosa necesidad de evitar la dilación en el trámite de las acciones de tutela para garantizar su finalidad, eficiencia y eficacia, esto es, la protección efectiva e inmediata de los derechos fundamentales.

Empero, no comparte su posición respecto a que los jueces ‘no están facultados para declararse incompetentes o para decretar nulidades por falta de competencia con base en la aplicación o interpretación de las reglas de reparto del decreto 1382 de 2000’ el cual ‘…en manera alguna puede servir de fundamento para que los jueces o corporaciones que ejercen jurisdicción constitucional se declaren incompetentes para conocer de una acción de tutela, puesto que las reglas en él contenidas son meramente de reparto.’ En efecto, el Decreto 1382 de 2000, reglamenta el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 relativo a la competencia de los jueces para conocer de la acción de tutela y, por supuesto, establece las reglas de reparto entre los jueces competentes. 

Pero también, dispone directrices concretas para el conocimiento funcional de determinadas acciones de tutela. Ad exemplum, ‘[l]o accionado contra la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado o el Consejo Superior de la Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, será repartido a la misma corporación y se resolverá por la Sala de Decisión, Sección o Subsección que corresponda de conformidad con el reglamento al que se refiere el artículo 4° del presente decreto’, siendo inadmisible que otro juez diferente resulte conociendo de un amparo en su contra, por supuesto, en las hipótesis en que eventualmente procediere el amparo contra estas altas Corporaciones de Justicia, que serían los mismos en los cuales también procedería contra la Corte Constitucional, naturalmente ajenos a la invasión o ejercicio de sus funciones constitucionales o legales privativas por otras autoridades. 

Por otra parte, aunque el trámite del amparo se rige por los principios de informalidad, sumariedad y celeridad, la competencia del juez está indisociablemente [ligada] con el derecho fundamental del debido proceso (artículo 29 de Carta), el acceso al juez natural y la administración de justicia, de donde, ‘según la jurisprudencia constitucional la falta de competencia del juez de tutela genera nulidad insaneable y la constatación de la misma no puede pasarse por alto, por más urgente que sea el pronunciamiento requerido, pues (…) la competencia del juez se relaciona estrechamente con el derecho constitucional fundamental al debido proceso’ (Auto 304 A de 2007), ‘el cual establece que nadie puede ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio’ (Auto 072 A de 2006, Corte Constitucional). 

Análogamente, el principio de legalidad imperante en todas las actuaciones de los servidores del Estado, precisa atribuciones concretas y ninguno puede ejercer sino las confiadas expresamente en la Constitución Política y la ley, cuya competencia asigna el legislador y los jueces, dentro de un marco estricto, de orden público y, por tanto, de estricta interpretación y aplicación. ‘En idéntico sentido, razones de transcendental significación inherentes a la autonomía e independencia de los jueces (artículos 228 y 230 de la Constitución Nacional) y su sujeción al imperio del ordenamiento jurídico, estarían seriamente comprometidas de limitarse las facultades y deberes de los jueces, sean ordinarios, sean constitucionales’ (ATC, 13 may. 2009, rad. 2009-00083-01).”

No se desconoce el contenido del auto 124 de 2009, proferido por la Corte Constitucional, que impuso como obligación a los funcionarios judiciales avocar el conocimiento de esta clase de acciones y les impide declararse incompetentes cuando de aplicar las reglas de reparto se trata, ni la prohibición consagrada en el parágrafo 2° del artículo 1° del citado Decreto 1983 de 2017, que reza: “Las anteriores reglas de reparto no podrán ser invocadas por ningún juez para rechazar la competencia o plantear conflictos negativos de competencia”; sin embargo, se comparte el criterio de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en relación con la competencia que deben tener los jueces para conocer de las acciones de tutela, que ha mantenido desde años atrás. 

Además, por mandato del artículo 230 de la Constitución Nacional,  los jueces están sometidos al imperio de la ley y por ende, no están obligados por ningún precepto jurídico a acoger, sin posibilidad de crítica ni discernimiento, el criterio plasmado por la Corte Constitucional en el último auto citado, del que respetuosamente esta Sala se aparta, con fundamento en las providencias de la Corte Suprema de Justicia que además encuentran sustento legal y constitucional.

En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil - Familia, del Tribunal Superior de Pereira, 

R E S U E L V E 

PRIMERO: Declarar la nulidad de lo actuado en esta acción de tutela instaurada por el señor José David Jiménez contra la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, desde la sentencia proferida. 

SEGUNDO: Por la secretaría, remítase el expediente a la Oficina de Administración Judicial para que sea repartido entre los jueces municipales de Pereira.

TERCERO: Infórmese de esta decisión al Juzgado Quinto Civil del Circuito de esta ciudad.

CUARTO: Entérese a las partes de la presente decisión por el medio más eficaz.

Notifíquese y cúmplase,  

La Magistrada,



      CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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